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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SEGURIDAD SOCIAL / PRINCIPIOS DE INMEDIATEZ Y SUBSIDIARIEDAD / ACTOS ADMINISTRATIVOS / REVOCATORIA DIRECTA / PROCEDENCIA RESPECTO DE RECONOCIMIENTO DE PENSIONES.
En el caso de ahora, contrario a lo esgrimido en primera instancia, se cumple el principio de inmediatez, comoquiera que el acto administrativo en el que encuentra vulnerados sus derechos el actor data del 1° de junio del presente año (f. 81, c. 1), es decir, su antigüedad no supera los 6 meses, tiempo que de manera general, tiene sentado la jurisprudencia como prudente para invocar este tipo de trámites. 

Adicionalmente, a juicio de la Sala, es impreciso el razonamiento del que se echó mano en la sentencia impugnada, en relación con la obligación que tenía el actor de recurrir los actos administrativos que estimó anómalos para superar el requisito de subsidiaridad, ese argumento no condice con el presupuesto normativo que regula el caso, en el que es palmario lo contrario, y por contera contraría los lineamientos jurisprudenciales que sobre ese aspecto ha trazado la Corte Constitucional. (…)

Una situación muy precisa debe resaltarse para la conjuración del amparo; y es que, contrario a lo afirmado por el demandante, la entidad accionada sí tiene permitido, excepcionalmente, revocar de manera directa los actos administrativos expedidos durante el trámite de un proceso de reconocimiento pensional, así se autoriza en la ley 979 del 2003 (…)
No se olvide, además, que se encuentra bajo estudio una prestación derivada del estado de invalidez, condición que no es inmutable por lo cual puede ser periódicamente revisada, todo lo que halla asidero en la sostenibilidad fiscal del sistema pensional (…)
Sobran adicionales explicaciones para negar el amparo, porque en este concreto caso la entidad encargada de calificar al accionante, mediante una decisión debidamente motivada, anteriormente estudiada, revisó conforme a las facultades consagradas en las normas regulatorias que la rigen, el dictamen que durante el trámite del reconocimiento pensional se expidió (f. 81, c.1), lo cual, por contera, se ajusta a los lineamientos jurisprudenciales que guían el rumbo del ordenamiento jurídico en lo que toca con el derecho a la seguridad social. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
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Pereira,  treinta de octubre de dos mil dieciocho
Expediente 66001-31-03-004-2018-00680-01
Acta N°  427 de octubre 30 de 2018
  

Decide la Sala impugnación formulada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local en la acción de tutela promovida por César Fabián Charris Becerra contra el Ministerio de Defensa Nacional, la Dirección General, la Dirección de Sanidad y la Dirección de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, a la que fue vinculada la Junta Médico Laboral de la Policía Nacional. 

ANTECEDENTES

César Fabián Charris Becerra, por medio de apoderado judicial, acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales al “debido proceso, la salud, la seguridad social, el mínimo vital y la dignidad humana”, que estima vulnerados por las autoridades accionadas.
El extenso relato admite la siguiente síntesis:

Durante intervalos sucedidos entre el año 2004, hasta el mes de julio del año 2015, prestó sus servicios al Ejército y a la Policía Nacional, última institución de la que fue destituido debido a un proceso disciplinario que se adelantó en su contra.
Al momento del retiro le fueron realizados los correspondientes exámenes médicos, cuyo resultado se hizo público en el acta JM8257 del 5 de septiembre del año anterior y en la que se determinó que su pérdida de capacidad laboral era de origen común y correspondía al 78%; explicó que tal invalidez se deriva principalmente de “una sicosis esquizofrénica crónica”, situación que lo hace un sujeto de especial protección constitucional. 

Acusa que, 8 meses después, cuando ya el acto administrativo había adquirido firmeza, a petición del jefe de grupo de pensiones y la jefe del área de medicina laboral, se profirió un nuevo dictamen en el que se tuvieron en cuenta las patologías posteriores al tiempo durante el cual prestó sus servicios, dejando de lado que, frente al acta previamente ejecutoriada no procedía ningún tipo de solicitud y aclaración, sino exclusivamente la convocatoria del Tribunal Médico – Laboral de Revisión Militar, a petición del interesado, situación que a su juicio es una clara violación al debido proceso. 
Reiteradamente insistió en la conculcación que la falta de ingresos implica para los derechos fundamentales a la dignidad humana y al mínimo vital suyos y de su familia, conformada por su hijo y su compañera,  quien era la persona que últimamente se encargaba del sostenimiento del hogar, pero que en la actualidad quedó desempleada, lo que agrava la situación y lo pone frente a la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable; también, repetidamente, argumentó en torno a la vulneración al debido proceso derivado de la revocatoria del primer acto administrativo, ejecutoriado, por medio del cual fue calificado con un 78% de pérdida de capacidad laboral. 
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados ordenando (i) dejar sin efecto el acta expedida el 1° de junio del 2018, mediante la cual se determinó un concepto totalmente distinto al establecido en la resolución JM 8257 del 5 de septiembre del 2017 (ii) Ordenar a la Junta Médica Laboral de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional establecer de manera concreta la fecha de estructuración de su invalidez; (iii) Ordenar a la Dirección General y a la Subdirección de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, una vez le sea informada la fecha de estructuración de la invalidez, expedir la resolución de reconocimiento pensional y las indemnizaciones a las que tenga derecho; como medida provisional solicitó ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional garantizarle el servicio de salud. 
El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción con las mencionadas vinculaciones y corrió traslado a las convocadas.
El Jefe del Área de Sanidad de la Policía Nacional del Tolima dio cuenta del procedimiento por medio del cual fue calificado el accionante; para el efecto, explicó que los exámenes médicos de retiro se realizan con el fin de determinar las condiciones de salud en las que se encuentran los uniformados una vez finalizada la relación laboral, para establecer los factores de riesgo presentes que durante el servicio generaron enfermedades y/o accidentes que deban ser indemnizados; en tal virtud si practicados los exámenes, se encuentran lesiones o afecciones que disminuyan la capacidad laboral, se dará inicio al procedimiento laboral en cual se valora nuevamente al paciente y se solicitan conceptos médicos especializados de la Junta Médico Laboral. 

Aclaró que una vez el señor Charris Becerra fue retirado del servicio, debido a una sanción disciplinaria que se le impuso, se dio inicio al proceso médico laboral en el que el 5 de septiembre del año 2017 se determinó que su pérdida de capacidad laboral ascendía al 78,00%.

Posteriormente, ese dictamen fue revisado, en atención a una comunicación oficial de la Dirección de Sanidad, en la que se hizo visible que “La patología calificada no presenta soporte clínico, ni de registro en la Historia Clínica, ni en expediente médico laboral, los cuales sustenten el padecimiento durante la actividad policial. (…) Así las cosas, se evidencia que las patologías calificadas en dicha JML, fueron padecidas posterior al retiro de la institución (del 30/11/2011 al 22/10/2015), por ende no debieron haber generado disminución de la capacidad laboral, ni asignación de índice lesional” (sic) (Subrayas originales).
A consecuencia de lo cual se determinó: “Durante el servicio activo el paciente acudió el servicio de salud de la policía nacional en 62 oportunidades, la primera el 01/01/2011 y la última el 30/09/2015, y en ninguno de esos registros se evidencia mención de síntomas relacionados con algún evento traumático institucional de tal magnitud que desencadenara síntomas mentales. Así las cosas no hay soporte documental suficiente y completo que dé cuenta precisa del momento en que surgieron los síntomas mentales.” (sic) (subrayas originales).

Corolario de lo anterior, el 1° de junio del presente año, mediante Junta Adicional No. 5544, se concluyó que son inexistentes patologías que guarden relación con la actividad policial, motivo por el cual el accionante no tiene derecho a percibir una mesada pensional.
Finalmente indicó que la revisión que se realizó a la Junta Médico Laboral No. 8257 se efectuó conforme el ejercicio de sus competencias constitucionales y al tenor de lo regalo en el artículo 19 de la ley 797 del 2003; adujo sobre la improcedencia del amparo que no es el mecanismo idóneo para controvertir los actos administrativos cuestionados, los que pueden ser atacados mediante el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que se encuentra consagrado en la ley 1437 de 2011 (f. 137 a 142, c. 1).
Sobrevino el fallo de primera instancia en el que se concluyó que la acción de tutela carece de los presupuestos de inmediatez y subsidiaridad; finalmente, negó el amparo invocado. 
Con posterioridad a la decisión, acudió el Director de Sanidad de la Policía Nacional para informar, en virtud de la desconcentración funcional que rige dicha institución, los funcionarios competentes para comparecer a este amparo.

Impugnó el demandante, quien insistió en que hace uso de este amparo como mecanismo transitorio para prevenir un perjuicio irremediable, debido a que su compañera quedó desempleada desde hace tres meses y ahora solo cuentan en su hogar con los ingresos que escasamente sus seres cercanos les pueden brindar; reiteró los argumentos en torno a la vulneración al mínimo vital, a la dignidad humana y al debido proceso. 




En esta sede la parte actora allegó escrito para informar sobre la negativa que impartió el Tribunal Médico Laboral en relación con la convocatoria que solicitó el accionante, para que fueran revisadas las actas 8257 del 5 de septiembre del año 2017 y 5544 del 1° de junio de este año( f. 6, c.2)
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió César Fabián Charris Becerra, por la conculcación a los derechos al mínimo vital y al debido proceso que se viene presentando en el trámite de calificación de su pérdida de capacidad laboral, en esencia, porque la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, por su propia cuenta, revisó la decisión contenida en el acta del 5 de septiembre del año 2017, para luego aclarar el 1° de junio del año 2018, que el origen de sus patologías no correspondía al tiempo de servicio en la Policía Nacional, sino al posterior a su retiro, situación con la cual se viene a menos su posibilidad de obtener la prestación pensional deprecada. 




El Juzgado de primera instancia se dijo despachó la improcedencia del amparo, según indicó, por carecer de los presupuestos de subsidiaridad e inmediatez, sin embargo como se verá a juicio de la Sala tales requisitos en este caso si se cumplen.

   



Constantemente
, recuerda la Corte Constitucional que la procedencia de la acción de tutela depende de la observancia, de dos requisitos generales: inmediatez y subsidiariedad. Sobre el primero de ellos, se tiene
 que: 

La Corte Constitucional a través de su jurisprudencia ha señalado que el respeto a los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, como exigencias generales de procedencia de la acción de tutela, ha sido tradicionalmente una condición necesaria para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de los derechos fundamentales, por vía excepcional. De hecho, de manera reiterada, esta Corporación ha reconocido que la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta, es un mecanismo de protección de carácter residual y subsidiario
, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo y eficaz para la protección de los derechos invocados, o cuando existiendo no sea expedito u oportuno, o sea necesario el amparo como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

4.2. Inmediatez. En lo que hace referencia al denominado requisito de la inmediatez, la acción de tutela debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable y proporcionado a partir del evento generador de la supuesta amenaza o violación de los derechos fundamentales, so pena de que se determine su improcedencia
.  





Sobre el presupuesto de subsidiaridad se tiene dicho: 

“En relación con el carácter subsidiario de la acción de tutela para reclamar el reconocimiento de una derecho prestacional, la Corte Constitucional ha establecido que el juez constitucional deberá verificar los siguientes requisitos: “a. Que se trate de sujetos de especial de protección constitucional. “b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital, “c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación reclamada.“ d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados.”

  



En el caso de ahora, contrario a lo esgrimido en primera instancia, se cumple el principio de inmediatez, comoquiera que el acto administrativo en el que encuentra vulnerados sus derechos el actor data del 1° de junio del presente año (f. 81, c. 1), es decir, su antigüedad no supera los 6 meses, tiempo que de manera general, tiene sentado la jurisprudencia como prudente para invocar este tipo de trámites. 




Adicionalmente, a juicio de la Sala, es impreciso el razonamiento del que se echó mano en la sentencia impugnada, en relación con la obligación que tenía el actor de recurrir los actos administrativos que estimó anómalos para superar el requisito de subsidiaridad, ese argumento no condice con el presupuesto normativo que regula el caso, en el que es palmario lo contrario
, y por contera contraría los lineamientos jurisprudenciales que sobre ese aspecto ha trazado la Corte Constitucional
.





Aclarado lo anterior para la Colegiatura también se cumple con el presupuesto de subsidiaridad, si se tiene en cuenta que el accionante se reporta como un sujeto de especial protección constitucional, dada su condición de invalidez, pues si bien ahora es motivo de controversia su causa y la institución en la que se germinó, no lo es su porcentaje, que asciende a 78%; además, lo que alega, precisamente, es la afectación de su derecho fundamental al mínimo vital, ya que la prestación que depreca sería el principal sustento de su hogar, lo que no fue contrariado por la demandada; en adición, ha intentado infructuosamente obtener la prestación deprecada y debido a su estado de invalidez, el proceso judicial se vislumbra inidóneo para la efectiva protección de sus derechos. La Corte Constitucional por medio de la Sentencia T-376 de 2011, reiterada en la Sentencia T-716 de 2015, precisó que:

“La jurisprudencia constitucional ha manifestado que el proceso ordinario laboral, debido a su duración y a los costos económicos que implica, no resulta idóneo y eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas que, como el actor, han sido calificadas como inválidas y a quienes les ha sido negada su pensión de invalidez, ya que sus condiciones y la ausencia de la prestación referida implican, de entrada, una afectación a la salud y al mínimo vital del peticionario”.





Sin embargo, que se cumplan los presupuestos necesarios para la procedencia del amparo, no implica necesariamente la venturanza de las pretensiones, máxime cuando, como se verá, la actividad desplegada por las autoridades cuestionadas se encuentra en el marco de la legalidad.




 



Una situación muy precisa debe resaltarse para la conjuración del amparo; y es que, contrario a lo afirmado por el demandante, la entidad accionada sí tiene permitido, excepcionalmente, revocar de manera directa los actos administrativos expedidos durante el trámite de un proceso de reconocimiento pensional, así se autoriza en la ley 979 del 2003:




ARTÍCULO 19. REVOCATORIA DE PENSIONES RECONOCIDAS IRREGULARMENTE. Los representantes legales de las instituciones de Seguridad Social o quienes respondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, deberán verificar de oficio el cumplimiento de los requisitos para la adquisición del derecho y la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para obtener el reconocimiento y pago de la suma o prestación fija o periódica a cargo del tesoro público, cuando quiera que exista motivos en razón de los cuales pueda suponer que se reconoció indebidamente una pensión o una prestación económica. En caso de comprobar el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa, debe el funcionario proceder a la revocatoria directa del acto administrativo aun sin el consentimiento del particular y compulsar copias a las autoridades competentes. (Se destaca).




Sobre dicha facultad en la sentencia C-835 del 2003 la Corte Constitucional explicó que:





“El artículo 19 acusado tiene como campo de acción las pensiones o prestaciones económicas reconocidas irregularmente.  En ese sentido, primeramente el artículo establece un deber de verificación oficiosa sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para la adquisición del derecho correspondiente, incluidos los documentos que hayan soportado la obtención del reconocimiento y pago de la suma correspondiente a cargo del tesoro público.  Ese deber oficioso de verificación recae en los representantes legales de las instituciones de Seguridad Social o en quienes respondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, cuando quiera que existan motivos en razón de los cuales pueda suponerse que se reconoció indebidamente una pensión o una prestación económica.  Consecuencialmente el artículo ordena que en caso de comprobarse el incumplimiento de los requisitos, o que el reconocimiento se hizo con apoyo en documentación falsa, el funcionario competente (de los ya indicados) deberá revocar directamente el correspondiente acto administrativo, con o sin consentimiento del titular del derecho reconocido, compulsando al efecto copias a las autoridades competentes para lo de su cargo.





Pues bien, en lo concerniente a la verificación oficiosa que la norma le impone como deber a los mencionados funcionarios, la Corte no encuentra reparo alguno.  Antes bien, estima la Corporación que con un tal deber se tiende a proteger la objetividad, transparencia, moralidad y eficacia que la función administrativa requiere en orden al correcto reconocimiento y pago de las pensiones u otras prestaciones económicas propias del régimen de seguridad social.  Y es que la labor de los citados funcionarios no puede enclaustrarse en el nicho de la apariencia ritual ni del manejo mecánico de los actos administrativos que les compete expedir, considerar, atender o satisfacer, incluidos los documentos que soporten el trámite y expedición de los respectivos actos de reconocimiento y pago.  Asimismo, no se trata de prohijar la instauración de instancias administrativas contrarias a los principios de economía, celeridad y eficacia que la Carta destaca a favor de la función administrativa, que en todo caso debe resolverse en la materialización de los derechos y deberes de las personas.  Por el contrario, con arraigo en los principios que informan la función administrativa, al igual que en aras de la legalidad de los derechos adquiridos y de la defensa del tesoro público, la verificación oficiosa que el artículo 19 impone como deber, confluye en la esfera positiva con claro linaje constitucional.  Sin embargo, es de observar que la Administración no puede a cada rato estar revisando lo que ya revisó, derivando en un cuestionamiento recurrente sobre los mismos motivos y causas, que a más de no consultar el sentido y alcance del artículo 19, raya en el desconocimiento del non bis in idem.  Revisado un asunto por la Administración éste debe ser decidido de manera definitiva y la Administración no puede volver a cuestionar el mismo asunto una segunda o tercera vez.”





No se olvide, además, que se encuentra bajo estudio una prestación derivada del estado de invalidez, condición que no es inmutable por lo cual puede ser periódicamente revisada, todo lo que halla asidero en la sostenibilidad fiscal del sistema pensional. También la jurisprudencia de la Corte Constitucional así lo explica
:   

En anteriores oportunidades la Corte ha establecido que el derecho a la pensión de invalidez no representa una situación jurídica consolidada, sino que se trata de una situación sujeta a cambios en virtud de las revisiones periódicas que el régimen pensional (tanto el régimen general como el especial de la fuerza pública) exige a los beneficiarios a fin de determinar la evolución de la incapacidad que dio origen a la prestación, y de este modo ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de fundamento para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez. Cuando de las revisiones periódicas realizadas por los organismos competentes se encuentra que un pensionado por invalidez ha sufrido modificaciones en la evolución de su incapacidad, resultando un porcentaje de pérdida de capacidad laboral inferior al requerido para acceder al derecho de pensión de invalidez, este derecho desaparece para el respectivo beneficiario, y en consecuencia la pensión de invalidez que percibía deber ser extinguida o modificada, según fuere el caso. 




Sobran adicionales explicaciones para negar el amparo, porque en este concreto caso la entidad encargada de calificar al accionante, mediante una decisión debidamente motivada, anteriormente estudiada, revisó conforme a las facultades consagradas en las normas regulatorias que la rigen, el dictamen que durante el trámite del reconocimiento pensional se expidió (f. 81, c.1), lo cual, por contera, se ajusta a los lineamientos jurisprudenciales que guían el rumbo del ordenamiento jurídico en lo que toca con el derecho a la seguridad social. 

Así que, trasuntando todo, y sin que pueda concluirse que las dificultades denunciadas por el señor César Fabián Charris Becerra, sean inexistentes, tampoco es posible, por ese solo hecho, derruir en sede constitucional, el trámite administrativo que legítimamente han adelantado las autoridades encartadas en el proceso de su pérdida de capacidad laboral.

En virtud de lo expuesto se confirmará la sentencia impugnada, que negó el amparo, debiéndose en todo caso aclarar que en esta acción de tutela se superaron los requisitos generales de procedibilidad y, como quedó visto, hubo lugar al análisis material de las decisiones administrativas cuestionadas.  


DECISIÓN



En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 19 de septiembre del 2018, por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que César Fabián Charris Becerra inició frente a Ministerio de Defensa Nacional, la Dirección General, la Dirección de Sanidad y la Dirección de Prestaciones Sociales de la Policía Nacional, a la que fue vinculada la Junta Médico Laboral de la Policía Nacional. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS              DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia T-061 de 2017.


� Sentencia T-713 de 2016


� Sentencia T-827 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett). 


� Sobre la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, resultan relevantes las sentencias T-225 de 1993 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) en la cual se sentaron la primeras directrices sobre la materia, que han sido desarrolladas por la jurisprudencia posterior;  T-1670 de 2000 (MP Carlos Gaviria Díaz),  SU-544 de 2001 (MP Eduardo Montealegre Lynett), SU-1070 de 2003 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-827 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), T-698 de 2004 (MP Rodrigo Uprimny Yepes) y C-1225 de 2004 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa).


� En este sentido, pueden consultarse las sentencias T-526 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-016 de 2006 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-692 de 2006 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-905 de 2006 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), T-1084 de 2006 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), T-1009 de 2006 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández), T-792 de 2007 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-825 de 2007 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa),  T-243 de 2008 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-594 de 2008 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-189 de 2009 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva),  T-299 de 2009 (M.P. Mauricio González Cuervo), T-265 de 2009 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto),  T-691 de 2009 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), T-883 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-328 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio), entre muchas otras. 


� Sentencia T-343 de 2014


� Artículo 9° del Decreto 2591 de 1991 Agotamiento opcional de la vía gubernativa. No será necesario interponer previamente la reposición y otro recurso administrativo para presentar la solicitud de tutela. El interesado podrá interponer los recursos administrativos, sin perjuicio de que ejerza directamente en cualquier momento la acción de tutela. (Se destaca).


� Sentencia T-651 de 2016


� Sentencia T-455/10
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